
La fiscalía de Costa Rica acusó al Presidente Rodrigo
Chaves y a otros seis altos funcionarios y diputados
oficialistas de presunto financiamiento ilícito de la
campaña electoral de 2022.

El ente acusó a Chaves y su entorno por usar su-
puestamente “dos estructuras paralelas” para financiar
la campaña del Partido Progreso Social Democrático
(PPSD). Además del mandatario, entre los denunciados
figuran el primer vicepresidente, Shephan Brunner; el
canciller, Arnoldo André, y cuatro diputados del PPSD. 

Ahora, la Corte Suprema deberá conocer la acusa-
ción y decidir si pide al Congreso “el levantamiento del
fuero constitucional de los funcionarios imputados”,
según la fiscalía, quienes arriesgan penas de entre dos y
cuatro años de prisión.

La acusación de la fiscalía fue presentada en medio
de una pugna entre poderes del Estado, en la que
Chaves acusa a la fiscalía, a la Corte Suprema y al
Congreso de frenar sus iniciativas de gobierno, mien-
tras los jefes de estas instituciones le atribuyen derivas
autoritarias.

El 7 de abril, la fiscalía presentó ante el máximo
tribunal de justicia otra acusación contra el Presidente
por supuesto abuso de poder para favorecer a un
excolaborador con dinero de un contrato financiado
con fondos internacionales. La Corte todavía no se ha
pronunciado sobre esta causa.

Fiscalía de Costa Rica acusa al Presidente Rodrigo
Chaves de financiamiento ilegal de campaña

POR ELECCIONES DE 2022:

CHAVES es Presidente de Costa Rica desde 2022.
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La Corte Suprema de EE.UU.
permitió ayer al Presidente esta-
dounidense, Donald Trump,
reanudar las expulsiones de in-
migrantes a terceros países co-
mo Sudán del Sur y El Salvador.
En una victoria para la Casa
Blanca y su controversial cam-
paña de deportaciones masivas.

La decisión del máximo tribu-
nal suspende la orden de un juez
federal que mantenía detenida la
deportación de ocho inmigran-
tes a Sudán del Sur, dentro de los
que se encuentran dos cubanos y
un mexicano. 

En una breve orden no firma-
da, la Corte suspendió la orden

del juez federal Brian Murphy,
de Massachusetts, que el mes
pasado determinó que la Admi-
nistración de Trump violó una
orden que le impedía deportar a
los ocho inmigrantes a un país
donde pueden ser torturadas sin
darles la oportunidad a una de-
fensa legal adecuada.

D e b i d o a l f a l l o d e l j u e z
Murphy, los ocho inmigrantes y
once agentes migratorios per-
manecen en una base aérea de
Yibuti, donde, según los aboga-
dos del gobierno, corrían peligro
por estar expuestos a un posible
ataque de Yemen, además de
riesgos a su salud por condicio-
nes “deplorables”.

La legislación estadounidense

estipula que el gobierno no pue-
de deportar a migrantes a terce-
ros países donde podrían ser tor-
turados o estar en riesgo.

El Departamento de Estado
considera a Sudán del Sur como
un país peligroso debido al con-
flicto armado, recomienda a los
estadounidenses no viajar allí y a
inicios de mayo retiró del país a
su personal no esencial.

Pese a esto, en su alegato fren-
te al tribunal, el gobierno de
Trump sostuvo que los inmi-
grantes enviados a terceros paí-
ses cometieron crímenes “mons-
truosos” y que sus propios paí-
ses no habían querido recibirlos.

Disputa con la justicia

El caso de Sudán del Sur es el
más reciente choque entre el go-
bierno republicano y el poder ju-
dicial, a raíz de las medidas cada
vez más agresivas para cumplir
con la promesa de Trump de lle-
var a cabo “deportaciones masi-
vas”.

Para acelerar las deportacio-
nes, Washington está buscando
acuerdos con otros países para
que acepten a migrantes expul-
sados del país. Entre ellos El Sal-
vador, donde el gobierno de
Trump ordenó mandar a más de
200 personas a una megacárcel.

Trump y su homólogo salva-
doreño, Nayib Bukele, llegaron
a un acuerdo —que no ha sido
mostrado al público— para que
el país centroamericano reciba a
los migrantes por un período
inicial de un año a cambio de un
pago de 6 millones de dólares.

Suspende otra orden judicial:

Corte Suprema da vía libre 
a Trump para deportar
migrantes a terceros países
Ahora el gobierno podrá reanudar envío de personas a Sudán del Sur.
EFE

LAS MEDIDAS de Trump han generado protestas en varias ciudades, espe-
cialmente en Los Angeles.
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EL GOBIERNO ESPAÑOL ha impulsado medidas para regularizar a cerca de un millón de indocumentados. En la foto, un grupo de migrantes rescatados en las costas de Lanzarote.
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Mientras que en varios
países de Europa
son los cierres de
fronteras, las devo-

luciones de solicitantes de asilo, y
las restricciones para la regulari-
zación de migrantes las que col-
man la agenda de las autoridades
—Portugal aprobó una medida
en esa dirección ayer—, España
se mantiene apartada del giro que
realiza el continente en esta mate-
ria, y destaca como una excepción
marcada tanto por las políticas de
gobierno como por la percepción
ciudadana del tema.

Defendida por el gobierno co-
mo una realidad “necesaria” para
España, la migración volvió en
las últimas semanas al centro de
atención del Ejecutivo con la
aprobación a mediados de mayo
de un nuevo reglamento de Ex-
tranjería que, entre otras cosas,
apunta a regular izar unos
900.000 migrantes en tres años
con trámites simplificados y nue-
vas categorías de arraigo.

A eso se sumó el impulso dado
en paralelo por el gobierno a una
propuesta legislativa para la re-
gularización de hasta medio mi-
llón de personas que llegaron a
España antes de 2025, ante el te-
mor de que el nuevo reglamento
de Extranjería las dejara fuera, en
una iniciativa de ley que llevaba
estancada en el Congreso hace
más de un año y que ya había con-
tado con el apoyo de todos los
partidos a excepción de Vox, de-
recha populista, para su tramita-
ción en la Cámara.

“España representa efectiva-
mente una excepción notable en
el panorama europeo actual”, con
una postura a “contracorriente en
un momento en que otros gobier-
nos imponen restricciones cre-
cientes” en el ámbito migratorio,
según Alberto Ares Mateos, pro-
fesor e investigador del Instituto
Universitario de Estudios sobre
Migraciones, de la Universidad
Pontificia de Comillas, y director
para Europa del Servicio Jesuita a
Refugiados.

Hay varios ejemplos de países
europeos que optan por políticas
más restrictivas.

Ayer, Portugal aprobó una
propuesta de reforma para limi-
tar la llegada de migrantes al país,
que ahora tiene que recibir el vis-
to bueno del Parlamento.

El Ejecutivo alemán de Frie-
drich Merz mantiene desde hace
semanas una política de rechazar

a solicitantes de asilo en la fronte-
ra, y su gabinete ya aprobó pro-
yectos de ley para suspender du-
rante dos años la reagrupación fa-
miliar para personas con protec-
ción subsidiaria y para suprimir
la nacionalización rápida tras so-
lo tres años. 

Reino Unido anunció en mayo
medidas para duplicar el tiempo
de estancia para adquirir la resi-
dencia permanente y aumentar
los requisitos mínimos para la
contratación de extranjeros y pa-
ra los visados de estudiantes, y
Francia lleva meses avanzando
medidas para endurecer la regu-
larización de migrantes.

A fines de mayo, nueve países
liderados por la Primera Minis-
tra danesa, la socialdemócrata
Mette Frederiksen, y su homólo-
ga italiana, Giorgia Meloni, fir-
maron una carta abierta para
exigir modificaciones a la Con-
vención Europea de Derechos
Humanos, entre otros textos, pa-
ra disponer de más margen para
expulsar a migrantes.

Jasmijn Slootjes, directora ad-
junta del Migration Policy Institute
en Europa, apunta a aspectos co-
mo la saturación de centros migra-
torios en distintos países por falta

de inversión, el uso de migrantes
como “arma” por parte de países
como Rusia en la frontera Este, e
incidentes criminales individuales
que involucran a personas de ori-
gen migrante, como elementos
que llevan a gobiernos a optar por
agendas antimigratorias.

Una sociedad más
receptiva frente a
beneficios para el país

El que España se vea más ajena
a ese escenario se explica en parte
por el hecho de que la migración
no genera tensiones tan altas en-
tre la ciudadanía. 

Según la Encuesta Social Euro-
pea publicada a mediados de ma-
yo, España se sitúa tercera en
cuanto a percepción positiva de
los migrantes entre 15 países de la
Unión Europea que formaron par-
te del estudio, con un puntaje pro-
medio de 6,2 entre quienes consi-
deran muy positiva (10 puntos) la
migración y nada positiva (0 pun-
tos) la migración para el país.

Una encuesta de Ipsos publica-
da en marzo, sobre las preocupa-
ciones principales entre 29 países
de todo el mundo, mostró que en
España solo el 26% de los ciuda-

de España, al menos un 25% del
crecimiento del PIB español des-
de 2022 hasta la fecha se debe a
los migrantes.

“España, como muchas partes
de Europa, enfrenta considera-
bles escasez de mano de obra y un
declive demográfico, y necesita
de la migración. Más aún, los mi-
grantes en España tienen más
probabilidades de estar en edad
de trabajar y ser más activos en el
mercado laboral que en muchos
países de la UE”, señala Lootjes.

Los especialistas suman otro
factor clave: según cifras oficia-
les, el 46% de los inmigrantes en
España son de origen latinoame-
ricano, con una lengua y cos-
tumbres compartidas con la po-
blación local, lo que facilita su

integración social y en el merca-
do laboral.

La presión en el sur,
una “prueba de fuego”

A pesar de esto, en el último
tiempo el tema migratorio ha
puesto gran presión sobre Espa-
ña, principalmente en la ruta que
termina en las islas Canarias, que
solo en 2024 contabilizaron la lle-
gada de 46.843 personas de ma-
nera irregular por vía marítima,
un récord absoluto que podría
volver a romperse este año ante el
aumento de las llegadas de mi-
grantes en lo que va de 2025.

El hecho, que provoca grandes
tensiones a nivel interno entre
partidos políticos y la coalición de
gobierno liderada por los socialis-
tas, contribuye a que hoy España
sea el segundo país de toda Euro-
pa que más peticiones de asilo re-
cibe, con 164.000 registradas en
2024, un 18% del total dentro de
la UE y solo superado por las
237.000 solicitudes registradas
por Alemania.

“La situación en Canarias es,
sin duda, la principal prueba de
fuego para la excepcionalidad es-
pañola”, dice Ares Mateos.

El gobierno se decanta por una regularización masiva, con el factor económico como razón clave:

España se erige como la excepción en
una Europa que se cierra a migrantes

JOSÉ TOMÁS TENORIO LABRA
Corresponsal en España

La percepción
pública sobre la
migración en el país
es más alta que en
otras partes de la
región.

46%
de los
inmigrantes
en España son de origen latinoa-
mericano, según cifras oficiales.

danos ve la inmigración como
una gran preocupación, una cifra
que en Alemania alcanzaba al
41% y en Reino Unido al 32%.

“La opinión pública española,
aunque cada vez más influencia-
da por la retórica de extrema de-
recha, se mantiene menos hostil
que en otras partes de Europa”,
apunta Slootjes, quien explica
que “la postura (hasta ahora) re-
sistente de España frente a las po-
líticas migratorias restrictivas se
explica mejor por los beneficios
prácticos que presentan los inmi-
grantes en España”.

Un factor es que los migrantes
en España representan un 96% de
los trabajadores independientes
registrados en los últimos cuatro
años, según datos de la Federa-
ción Nacional de Asociaciones de
Trabajadores Autónomos, mien-
tras que a nivel general las cifras
de la Seguridad Social española
muestran que los trabajadores ex-
tranjeros son un 14% de la fuerza
laboral del país.

Esta realidad ha sido destacada
como algo clave para el creci-
miento en los últimos años de la
economía española, una de las
que más fortaleza muestra en Eu-
ropa. Según un reporte del Banco
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La Sociedad Interamericana de Prensa (SIP) expresó ayer su “alar-
ma” y “profunda preocupación” por el aumento de la violencia y ataques
contra periodistas y medios de información en Bolivia que provienen del
gobierno y del expresidente Evo Morales (2006-2019) en medio de la
tensión electoral por las presidenciales de este año.

La organización, con sede en Miami, instó al gobierno de Luis Arce “a
fomentar un clima de respeto, a cesar la retórica de descrédito contra la
prensa y a garantizar condiciones seguras para el ejercicio periodístico”.

“Resulta alarmante constatar cómo la violencia y la estigmatización
afectan directamente a periodistas y medios en Bolivia”, declaró el
presidente de la SIP, José Roberto Dutriz.

Entre las acusaciones, la SIP citó los “mensajes alentados” por Mora-
les, quien intenta postularse por cuarta vez a la presidencia pese a una
prohibición del Tribunal Constitucional, que “busca el silenciamiento y la
intimidación de la prensa independiente”.

La alerta de la SIP se suma a la de la Asociación Nacional de Perio-
distas de Bolivia y la Asociación de Corresponsales de la Prensa Interna-
cional, que denunciaron “ataques, hostigamientos y restricciones” a la
labor de la prensa en el país.

La SIP alerta de mayor “violencia”
contra la prensa en Bolivia

TENSIÓN ELECTORAL:

57
militares
colombianos
fueron liberados ayer tras pasar el fin
de semana retenidos por pobladores de
una región del suroeste del país domi-
nada por guerrilleros y una veintena de
sus secuestradores fueron capturados,
anunció el Ministerio de Defensa.
El Presidente Gustavo Petro emprendió
en 2024 una ofensiva para recuperar
el control de esa zona conocida como el
Cañón del Micay, enclave para la
producción de cocaína. Pero no ha
logrado avances.
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